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Recuerdo mi primer día de trabajo en la Unidad Permanente de Derechos Humanos.  No 
fue hace mucho, apenas un mes y algunos días. Eran las 2:00 de la tarde y me dijeron que 
mientras me daban la capacitación, estuviera como observadora o acompañara a algún 
otro compañero. 

Lo primero que hice fue mirar las instalaciones, luego, en la sala de espera, vi que había 
muchas personas esperando por ser atendidas. Aun no sabía exactamente qué 
población se acercaba a este lugar. Me senté con un compañero para observar una de 
las atenciones que se realizaba a un usuario. Era sobre un desplazamiento forzado, caso 
que no precisó de dónde. Allí empecé a comprender, un poco, y entre pregunta y 
pregunta, fui dándole respuesta a las dudas que me asaltaban sobre el quehacer de esta 
entidad. 

Me impresionó mucho saber que la mayoría de las personas que estaban esperando 
aquella tarde, en la sala, era porque iban a declarar algún hecho de amenaza o 
desplazamiento forzado, por parte del conflicto armado de alguna zona de Colombia. 

Al cabo de una semana de haber pasado por la capacitación, comencé a tomar 
declaraciones. Me gusta comenzar escuchando los relatos, todos son tan inimaginables, 
que pareciese incierto aquello que me están contando. Simplemente, yo estaba 
asombrada y aunque conozco la existencia del conflicto armado en el país, nunca me 
había enfrentado a tales historias. Son las historias de quienes lo han vivido en carne 
propia, de los protagonistas de estos hechos tan traumáticos. 

Hay historias que me han conmovido más que otras, porque me he sentido identificada 
quizás con algo de esas personas que me ofrecen su relato.  Recuerdo el testimonio de 
un joven de 25 años, un coetáneo de la misma edad mía. Él, con llanto en sus ojos, me 
decía que no sabía qué iba a hacer aquí en esta ciudad tan grande, porque toda su vida 
ha trabajado en el campo y lo único que sabe hacer es inyectar ganado, podar, arrear, 
cultivar, recolectar café. No hacía falta detallarlo mucho, para constatar que llevaba 
consigo la tristeza de haber abandonado su lugar natal, su historia, su vida, amigos. Con 
la fortuna de haber salvado su vida, pero con miedo y angustia por las incertezas que le 
depararían en esta ciudad desconocida. 

Así como él, llegan familias, madres solteras, comunidades indígenas, víctimas de la 
atrocidad y crueldad de la guerra. Y bueno, todavía no paro de interpelarme, de hacerme 
muchas preguntas, porque cada historia que escucho no abandona esa capacidad de 
impresionarme, y al final quisiera que no pasasen. No quiero habituarme a la cotidianidad 
de escuchar estos relatos, porque estas historias no deberían existir ni en los libros. No 
quiero perder esa capacidad de sensibilización, que, con la vida he adquirido.

En mi labor diaria intento ser una cara amable para quienes llegan obligados a empezar 
una nueva vida, pues seguro ellos ya han pasado por mucho. 

Psicóloga de la Universidad Católica Luis Amigó. Promotora de lectura y psicóloga. Apoyo administrativo en la Unidad 
Permanente para los Derechos Humanos de la Personería de Medellín.

E D I TO R I A L

Laura Alejandra Casas Zuluaga



EL PROHIBIDO GRAVAMEN,
EL SALVAVIDAS QUE LAS IGLESIAS

DE MEDELLÍN NECESITAN
Sandra Patricia Castro Zapata1

Introducción

El presente artículo tiene como finalidad, poner 
en contexto de ciudad la situación de desigualdad 
que viven las iglesias de diferentes denominaciones 
religiosas en Medellín, con respecto al tema 
tributario, específicamente frente al impuesto 
predial, consagrado en el artículo 267 del acuerdo 
066 de 2017, el cual como se demostrará tiene vacíos 
y presenta dificultades en su aplicación, lo cual 
conlleva una vulneración al derecho la igualdad para 
el sector religioso y  un impedimento para el disfrute 
del derecho humano a la libertad religiosa en los 
territorios.

El goce efectivo del derecho humano a la libertad 
religiosa comprende no solo la protección individual, 
sino también la protección colectiva del mismo, 
fundado en principios como inclusión, participación, 
educación, reconocimiento y transformación social, 
esto articulado al cumplimiento de los objetivos de 
desarrollo sostenible de la agenda 2030. 

1 Abogada de la Universidad Cooperativa de Colombia, becaria ONU en técnica Legislativa, candidata a magister en Relaciones 
Internacionales y Comercio Exterior de la Universidad Americana de Europa, con estudios complementarios en Planeación y 
Gestión para resultado de Desarrollo de la Subdirección de alto gobierno de la ESAP, lavado de activos y antiterrorismo UIAF, 
Gestión Municipal Ambiental y servicios públicos domiciliarios, universidad Manuela Beltrán.
Se ha despeñado como Investigadora y analista del Centro de Pensamiento e Investigación Axioma, ponente en el primer 
encuentro internacional de políticas públicas para mujeres con enfoque diferencial celebrado del 30 de octubre al 01 de 
noviembre de 2013 en Bogotá, participante en el foro mundial del servicio público de la ONU en Medellín 2015, asesora jurídica en 
el concejo de Medellín, investigadora de la Unidad Permanente de Derechos Humanos de la Personería de Medellín. Código 
ORCID  0000-0003-4372-9873, https://orcid.org/0000-0003-4372-9873, correo electrónico sandracastrozapata@gmail.com
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2 Ver, articulo 106 de Plan de Ordenamiento Territorial, establecido por el acuerdo 068 de 2014.
3 Ver, portal territorial del Departamento Nacional de Planeación, Componente Urbano y de Expansion del POT Moderno.
4 Véase, sentencia 027 de 1993, Corte Constitucional de Colombia.

Los bienes inmuebles para la celebración 
de culto religioso, en la normatividad 
nacional, departamental y municipal 
vigente, se encuentran elevados a la 
categoría de equipamientos de culto; esto 
se puede constatar en los planes 
ordenamiento territorial. Si bien dichos 
bienes inmuebles tienen como función 
principal la celebración del culto religioso, 
también prestan servicios 
complementarios y de apoyo, propios de 
las iglesias para asistencia y beneficencia, 
residencia y formación religiosa, áreas 
administrativas, salones de enseñanza, 
vivienda del oficiante y demás espacios 
para el culto2.

Según el Departamento Nacional de 
Planeación3 el sistema de equipamientos 
colectivos y los servicios urbanos incluye 
los proyectos y programas para la 
construcción y mantenimiento de los 
edificios necesarios para prestar los 
servicios sociales básicos 

(Salud, Educación, Bienestar Social, Cultura, Recreación y Culto). Teniendo claro el 
contexto y la norma expresa antes citada, queda pues claro que los equipamientos 
de culto ocupan un lugar en el territorio y forman parte de las dinámicas de ciudad, 
en todas sus dimensiones; como herramienta del Ser para su desarrollo humano 
integral y que en el ordenamiento territorial pertenecen a la categoría de 
equipamientos comunitarios o lugares de encuentro y esparcimiento que son 
articuladores de territorio. 

Los equipamientos de culto religioso gozan también de normas especiales que 
deben garantizar la protección del derecho a la igualdad y el derecho a recibir un 
mismo trato en materia tributaria para todas entidades religiosas y sus 
organizaciones basadas en la fe, inscritas y reconocidas por el Ministerio del Interior, 
toda vez que cumplen con los requisitos legales que les permite ampararse en el 
ordenamiento jurídico vigente4. 
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PALABRAS CLAVE. 
Libertad Religiosa,

Equipamiento de culto,
prohibido gravamen,

Plan de Ordenamiento Territorial, 
estatuto tributario,

entidades sin ánimo de lucro.  

Las iglesias o entidades religiosas sin 
importar su creencia, son entidades sin 
ánimo de lucro que contribuyen mediante el 
hecho religioso a la construcción de tejido 
social, son promotoras de la buena salud 
mental en las personas, prestan atención 
permanente a los problemas personales, 
familiares y sociales de los creyentes, realizan 
brigadas de salud para los más vulnerables, 
prestan orientación en la resolución de 
conflictos, lo cual disminuye los impactos 
negativos de grandes flagelos como la 
drogadicción, el suicidio, la violencia 
intrafamiliar, el abuso sexual infantil, entre 
muchos otros males que aquejan a la 
sociedad contemporánea.  Durante el año 
2020 en la crisis de la pandemia generada 
por el Covid-19, las iglesias prestaron 
asistencia social permanente, llegaron a las 
comunas con mercados para los más 
necesitados y celebraron sus cultos de 
manera virtual.

Según la Secretaria de Participación 
Ciudadana, en Medellín no existe una cifra 
oficial de los lugares de culto, esto por cuanto 
no se ha llevado a cabo un inventario de las 

iglesias, tampoco se ha realizado un 
proceso oficial de caracterización del 
sector, ni se ha tenido en cuenta su 
incidencia en las dinámicas de ciudad, 
por esta razón quedó consagrado en el 
Plan de Desarrollo 2020-2023 Medellín 
futuro, una línea en gobernanza y 
gobernabilidad para realizar el 
proceso de caracterización de las 
entidades religiosas, proceso que 
viene liderando esta administración.

Sin embargo, se estima según esta 
Secretaria, que existen alrededor de 151 
entidades religiosas de carácter 
Cristiano y Musulmán, además existen 
otros credos confesionales como: 
pentecostales, mormones, menonitas, 
testigos de Jehová, adventistas y 
judíos entre otros, cabe destacar que 
cada entidad religiosa puede tener 
una o varias sedes o equipamientos de 
culto en la misma ciudad, por lo que se 
calcula que pueden existir más de 1.100 
templos de todas las denominaciones.  

Personería
de Medellín
Por tus derechos, más cerca

REVISTA RAÍCES4



. . . . . . . . . . . .

APLICAR EL PROHIBIDO 
GRAVAMEN A LAS 

IGLESIAS ES JUSTICIA 
SOCIAL Y 

CUMPLIMIENTO AL 
DERECHO A LA 

IGUALDAD

Mediante visitas y diálogo con líderes 
religiosos, asistencia a mesas de 
trabajo interinstitucionales y fuentes 
normativas se puede apreciar los 
líderes religiosos han venido 
manifestando, tener obstáculos en el 
cobro del impuesto predial y vacíos 
legales en materia tributaria para el 
sector religioso, concretamente en la 
aplicación de la figura jurídica del 
PROHIBIDO GRAVAMEN consagrado en 
el estatuto tributario.

         El problema se da porque la hora 
de cobrar el impuesto predial, no se 
aplica el artículo 267 o se aplica 
parcialmente, sin tener en cuenta la 
claridad que en este sentido ofrece el 
Plan de Ordenamiento Territorial –en 
adelante POT- y su decreto 
reglamentario. Según líderes religiosos 
que conforman la mesa de trabajo que 
ha venido haciendo gestión en busca 
de una solución, en articulación con el 
concejo de Medellín y la administración 
municipal, tienen en graves dificultades 
económicas para cumplir con esta 
obligación del pago del predial, la cual 

consideran debe ajustarse establecido en 
la norma, además dicen que no hay 
claridad, ni unanimidad para los cobros.

       La normativa vigente que reglamenta 
el prohibido graven a los equipamientos 
de culto en Medellín, encuentra su razón 
de ser en el artículo 19 de la Constitución 
Política, Ley 133 del 94, ley 1454 de 2011, y 
en el artículo 106 del POT de la ciudad de 
Medellín, que establece los 
equipamientos de culto como el conjunto 
de inmuebles en los que se lleva a cabo o 
se apoyan las actividades referentes a un 
culto, asociado a cualquier religión o 
confesión. La norma también reconoce 
como parte de los usos principales de los 
equipamientos de culto, aquellas 
actividades auxiliares que dan soporte al 
desarrollo adecuado de la celebración, 
asistencia y beneficencia, residencia y 
formación religiosa y que comprenden las 
áreas administrativas, los salones de 
enseñanza, la vivienda del oficiante y 
demás espacios indispensables para el 
respectivo culto. 
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Artículo 267. Inmuebles de prohibido gravamen.

1. Los inmuebles de propiedad de la iglesia católica destinados al culto, las 
curias diocesanas, las casas episcopales, cúrales y los seminarios.

2. Los inmuebles de propiedad de otras iglesias diferentes a la católica, 
reconocidas por el Estado Colombiano y destinadas al culto, a las casas 

pastorales, seminarios y sedes conciliares.

Este artículo desconoce la pluralidad religiosa, así como la libertad de las entidades 
religiosas para auto-determinarse, vulnerando el derecho humano a la libertad 
religiosa y el derecho a la igualdad, pues no todas las confesiones religiosas tienen 
seminarios o casas pastorales, pero si cuentan con los lugares de apoyo como lo 
establece el decreto 0471 de 2018, que contiene en detalle normas reglamentarias, 
aplicables a las actuaciones y procesos de urbanización, parcelación, construcción, 
reconocimiento de edificaciones y demás actuaciones en el territorio municipal.

Para tener mayor claridad en cuanto a la definición y reglamentación de los 
equipamientos de culto y sus actividades complementarias es necesario detenerse 
en el decreto 0471 de 2018 en sus artículos 81 al 84, los cuales determinan en 
concordancia con el plan de ordenamiento territorial de la ciudad, que los 
equipamientos de culto están constituidos por el lugar principal del culto y los 
lugares de apoyo al culto. Se tienen como parte de los equipamientos de culto 
áreas de formación, áreas de divulgación, áreas complementarias entre las cuales 
están las oficinas, las baterías sanitarias, y permite además otras actividades que 
van más allá de la labor espiritual a saber: minimercados, papelerías, misceláneas, 
artículos de decoración y arte, librerías, tecnología y comunicaciones, floristerías, 
cafeterías y panaderías, esto por el carácter social y sin ánimo de lucro de las 
entidades religiosas. Así las cosas, el vacío legal lo encontramos en el Estatuto 
Tributario establecido mediante el Acuerdo 066 de 2017, articulo 267; el cual 
analizaremos a continuación.

. . . . . . . . . . . .
. . . . . . . . . . . .

6



RECOMENDACIÓN.

Modificar artículo 267, Inmuebles de Prohibido Gravamen, consagrado en el 
Acuerdo Municipal 066 de 2017, con el fin de ponerlo en consonancia normas de 
orden nacional y con el POT de Medellín y su decreto reglamentario, en aras de 
salvaguardar y fortalecer el ejercicio pleno del derecho humano a la libertad 
religiosa, el derecho a la igualdad de las entidades religiosas como parte individual 
y colectiva del bien común en la construcción de tejido social en las dinámicas 
propias de ciudad. 

REFERENCIAS

Convención Americana sobre Derechos Humanos, articulo 18. (1969). Organización         
                      de los Estados Americanos-OEA.

Congreso de la República de Colombia. Constitución Política de Colombia, articulo 
                      19.  Colombia, (1991) Bogotá.

Naciones Unidas-ONU, Informe 75º periodo de sesiones de la Asamblea General 
                     “Quedarse atrás”. Estados Unidos, (2020) New York.

Concejo de Medellín. Acuerdo 068 Plan de Ordenamiento Territorial, art 106.  
                      Colombia (2014) Medellín.

Concejo de Medellín. Acuerdo 066 Estatuto Tributario, art 267.
                      Colombia (2017) Medellín.

Alcaldía de Medellín.  Decreto 0471 Normas reglamentarias en materia de 
                       Urbanización, artículos 81 a 84. Colombia (2018) Medellín.
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Evelin María Montoya Piedrahita1
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ACERCA DEL DERECHO
A LA CIUDAD

El derecho a la ciudad no es un derecho en sí mismo; es el derecho de los 
habitantes del espacio urbano y de su entorno rural a hacer cumplir sus 
derechos, es su ejercicio y garantía, individual y colectivo a la vez: 

En esencia, se ratifica que los habitantes de las ciudades están cobijados bajo 
una ristra de principios que van más allá de lo que el territorio pueda ofrecer      -o 
de lo que se le pueda exigir-, de manera que se reivindican condiciones para un 
ejercicio justo de su posición como pobladores, esto es así porque el hecho de 
habitar una ciudad implica ámbitos de desarrollo particulares y agregados 
determinantes para todas las esferas de la vida de las personas. 

      Es en las dinámicas que mueven a una ciudad donde se manifiestan todas las 
facetas posibles del ser humano, allí este se ubica en los diferentes escenarios 
que le dan un rol como actor hegemónico de la producción urbana: familiar,

“El Derecho a la Ciudad amplía el tradicional enfoque sobre 
la mejora de la calidad de vida de las personas centrado en 
la vivienda y el barrio hasta abarcar la calidad de vida a 
escala de ciudad […]. Esto implica enfatizar una nueva 
manera de promoción, respeto, defensa y realización de los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales 
y ambientales garantizados en los instrumentos regionales 
e internacionales de derechos humanos”.

(Revista Paz y Conflicto [RPYC], 2012, p.185)

1 Evelin María Montoya Piedrahita. Politóloga de la Universidad Pontificia Bolivariana de Medellín; candidata a magíster en 
gobierno local de la Universidad Nacional de Quilmes, Buenos Aires – Argentina. Investigadora de la Unidad Permanente para 
los Derechos Humanos de la Personería de Medellín. Contacto: evymontoya92@hotmail.com 

ooo oo
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o
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2 En el año 1968 el filósofo Henri Lefebvre inició la conceptualización y definición de la ciudad como un derecho. La Carta 
Mundial por el Derecho a la Ciudad surgió en el marco del Foro Mundial Social en 2004.
3  Coalición Internacional para el Hábitat, compuesta por más de 410 organizaciones populares y no gubernamentales. 
4  Documento que resultó de la Conferencia Hábitat III realizada por la ONU-Hábitat en el año 2016. 

ooo

oooooo

. . . . . .. . . . . .

esparcimiento, educación, laboral, salud, de 
servicios, cultural, participación, etc., por ello 
debe contar con las garantías suficientes 
para su desempeño. 

     Así se tiene que en la existencia de un 
vínculo estrecho con el ejercicio de las 
libertades yace la importancia del derecho a 
la ciudad, a esto se le agrega que: “es el 
derecho de todos los habitantes a habitar, 
utilizar, ocupar, producir, transformar, 
gobernar y disfrutar ciudades, pueblos y 
asentamientos urbanos justos, inclusivos, 
seguros, sostenibles y democráticos, 
definidos como bienes comunes para una 
vida digna” (ONU Hábitat, 2020).

     El instrumento que aterriza este 
andamiaje conceptual es la Carta Mundial 
por el Derecho a la Ciudad2 (CMDC), un 
documento pensado y redactado a partir del 
esfuerzo mancomunado de diferentes ONGs, 
miembros de movimientos populares y redes 
internacionales de la sociedad civil3,  
influenciado por diversas conferencias 
mundiales de la Organización de las 
Naciones Unidas-ONU desde 1992; su 
contenido promueve compromisos para 
alcanzar la unión de gobiernos locales y 
nacionales con los demás actores del 
entramado público y privado en procura de 
que todas las personas que vivan en las 
ciudades lo hagan de manera digna, con 
justicia y equidad. 

    Junto con la Nueva Agenda Urbana (NAU)4, 
cuyo objetivo es servir de guía para dar 
tratamiento a los nuevos desafíos urbanos y 

al desarrollo de las ciudades, la CMDC es 
una demostración del nuevo 
protagonismo que deben asumir los 
gobiernos locales en el escenario global 
y la urgencia de lograr la 
implementación de un urbanismo 
estratégico en las ciudades, que no esté 
guiado por la lógica del mercado sino por 
las cuestiones sociales que se deben 
atender.
 
   En gran medida estos instrumentos 
fueron creados en atención a las 
consecuencias irreversibles que se 
pueden presentar por una descuidada 
expansión de las ciudades, pues 
problemáticas derivadas de ello van 
desde situaciones de inseguridad, 
pérdida de legitimidad estatal hasta la 
falta de garantías mínimas de vida como 
la salud, la educación y el medio 
ambiente sano. 

9
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Si se tiene en cuenta que en la actualidad la mitad de la población 
mundial vive en las ciudades y que la proyección al año 2050 será al 
alrededor del 65%, este asunto cobra toda la importancia. Al llevar la 
mirada a lo particular se observa que en Medellín ya se viven 
situaciones de emergencia como las mencionadas, si esta ciudad 
continúa el ciclo de expansión con dificultades de consolidación y 
densificación la garantía del derecho a la ciudad será un acuerdo de 
papel carente de verdadera efectividad. 

     Ser ciudad principal de Colombia y la segunda en importancia 
después de Bogotá no es una ventaja para Medellín, este municipio 
está sobre un territorio pequeño con una superficie total de 380 
kilómetros cuadrados: 105 kilómetros cuadrados de suelo urbano, 270 
kilómetros cuadrados de suelo rural y 5,2 kilómetros cuadrados de 
suelo para la expansión (Medellín Cómo Vamos, 2020), con estas 
condiciones topográficas la presión demográfica sin orden y en 
aumento es un agravante para la vida urbana digna. 

    Los retos que ello acarrea son promovidos por el incremento de 
población venezolana que a enero de 2021 ascendía a los 88mil 
migrantes (Noreña, 2021), la desbordada construcción inmobiliaria 
vertical y la movilidad a motor privada incentivados por el mercado, 
la expansión de sectores de invasión con las implicaciones de 
legitimidad estatal que conlleva, la recepción de actores del 
post-conflicto etc. 

     En consecuencia, lo que se gesta a partir de los obstáculos al 
derecho a la ciudad, ya sean fácticos o jurídico-políticos, es la 
pobreza, la exclusión y el deterioro ambiental, esto acompañado de 
una segregación social y espacial que impide el desarrollo del 
municipio. En definitiva, vivir en la ciudad abarca más que el territorio, 
es el contexto de la vida misma.  
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APLICAR EL PROHIBIDO 
GRAVAMEN A LAS 

IGLESIAS ES JUSTICIA 
SOCIAL Y 

CUMPLIMIENTO AL 
DERECHO A LA 

IGUALDAD

Mediante visitas y diálogo con líderes 
religiosos, asistencia a mesas de 
trabajo interinstitucionales y fuentes 
normativas se puede apreciar los 
líderes religiosos han venido 
manifestando, tener obstáculos en el 
cobro del impuesto predial y vacíos 
legales en materia tributaria para el 
sector religioso, concretamente en la 
aplicación de la figura jurídica del 
PROHIBIDO GRAVAMEN consagrado en 
el estatuto tributario.

         El problema se da porque la hora 
de cobrar el impuesto predial, no se 
aplica el artículo 267 o se aplica 
parcialmente, sin tener en cuenta la 
claridad que en este sentido ofrece el 
Plan de Ordenamiento Territorial –en 
adelante POT- y su decreto 
reglamentario. Según líderes religiosos 
que conforman la mesa de trabajo que 
ha venido haciendo gestión en busca 
de una solución, en articulación con el 
concejo de Medellín y la administración 
municipal, tienen en graves dificultades 
económicas para cumplir con esta 
obligación del pago del predial, la cual 

consideran debe ajustarse establecido en 
la norma, además dicen que no hay 
claridad, ni unanimidad para los cobros.

       La normativa vigente que reglamenta 
el prohibido graven a los equipamientos 
de culto en Medellín, encuentra su razón 
de ser en el artículo 19 de la Constitución 
Política, Ley 133 del 94, ley 1454 de 2011, y 
en el artículo 106 del POT de la ciudad de 
Medellín, que establece los 
equipamientos de culto como el conjunto 
de inmuebles en los que se lleva a cabo o 
se apoyan las actividades referentes a un 
culto, asociado a cualquier religión o 
confesión. La norma también reconoce 
como parte de los usos principales de los 
equipamientos de culto, aquellas 
actividades auxiliares que dan soporte al 
desarrollo adecuado de la celebración, 
asistencia y beneficencia, residencia y 
formación religiosa y que comprenden las 
áreas administrativas, los salones de 
enseñanza, la vivienda del oficiante y 
demás espacios indispensables para el 
respectivo culto. 
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Para comenzar, es relevante definir la 
palabra Prevención; al respecto tenemos que 
etimológicamente, prevención proviene del 
latín “praeventious”; separándola tenemos: 
“prae”, que significa antes, y “eventious” que 
se evento, que es un acontecimiento o 
suceso. Se concibe entonces, como la acción 
y efecto de prevenir. Este vocablo se refiere al 
preparativo o antesala con la que se busca 
evitar de manera anticipada un 
acontecimiento dañoso, un riesgo o un 
evento desfavorable.

     Podríamos decir que se hace referencia a 
las medidas que se toman para que un 
suceso negativo no acontezca o por lo 
menos minimizar sus efectos dañosos en el 
caso de no poderse impedir. La Prevención 
es fundamental por el mero hecho de que su 
establecimiento y la correcta ejecución de la 
misma ayuda a eliminar sucesos o eventos 
desfavorables; es decir, nos anticipamos de 
manera planificada a estudiar los posibles 
riesgos.

     Desde comienzo de la humanidad se han 
tomado diferentes medidas para evitar estos 
acontecimientos negativos que perturban el 
diario vivir de la humanidad, entre las 
acciones más reconocidas encontramos las 
construcciones de diques y represas para 

evitar inundaciones, construcción de 
sótanos para la prevención de los 
tornados, ventiladores de agua para 
evitar incendios, hoy se toman medidas 
para evitar el calentamiento global; sin 
embargo, en la realidad se denota que 
todas estas medidas son insuficientes.

    Encontrar soluciones para que un 
evento desfavorable no acontezca no 
puede ser de manera improvisada, ni a 
prueba y error; es decir, actuar 
obteniendo conocimiento, tanto desde la 
lógica como del procedimiento; esto es, 
probar una alternativa y verificar si 
funciona.

     Si lo llevamos a la gestión 
administrativa debemos advertir el 
cumplimiento de los principios de la 
Función Pública, los cuales llevan 
inmersos unos deberes y unos derechos 
que el servidor público deberá tener 
presente al momento de tomar posesión 
en un cargo del orden Estatal.
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Nuestra Carta Política preceptúa una mayor 
responsabilidad de los servidores públicos, quienes 
además de responder por infracciones a la 
Constitución y a la Ley, también responden por 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones. La ley puede establecer varias clases de 
responsabilidad, que bien puede ser política 
(artículos 133, 135, 174 y 175), patrimonial (artículo 90), 
penal y disciplinaria (artículos 92 y 268) y fiscal 
(artículo 268).

     La Constitución faculta a cualquier persona 
natural o jurídica para solicitar a la autoridad 
competente la aplicación de las sanciones penales 
y disciplinarias que se puedan desprender de la 
conducta irregular de las autoridades públicas, por 
consiguiente, los deberes consignados en la Ley 190 
de 1995 se integrarán al Código Único Disciplinario 
con el fin de cumplir y hacer que se cumplan los 
deberes contenidos en la Constitución, los tratados 
de Derecho Internacional Humanitario, los demás 
ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, 
las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales,

los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones 
judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las 
órdenes superiores emitidas por funcionario competente.

     Por mandato Constitucional el Ministerio Público está conformado por la Procuraduría 
General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y en lo regional será ejercido por los 
personeros municipales como organismo de control y por los demás funcionarios que 
determine la ley. En consecuencia, a las Personerías le corresponde la guarda y 
promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la 
conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas. 

     En virtud de lo anterior la entidad verifica todas las actuaciones administrativas 
desplegadas por los servidores con la finalidad de establecer si presuntamente se ha 
cometido o no conductas irregulares.
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Uno de los frentes de acción de la Personería de Medellín debe estar 
dirigido a la aplicación de los mecanismos necesarios para evitar que 
los servidores públicos incurran en conductas disciplinables dentro del 
criterio que: “es mejor prevenir que sancionar”, de ahí la importancia 
de implementar políticas educativas, pedagógicas, administrativas, y 
sobre todo de alertas tempranas para evitar la comisión de faltas 
disciplinarias, que muchas veces se cometen por desconocimiento de 
los deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades y 
conflicto de intereses consignadas en el ordenamiento jurídico. 

     La Corte Constitucional en la Sentencia C-977 de 2002 hace 
referencia a la importancia de la función preventiva disciplinaria; al 
hacer un análisis de las funciones de la Procuraduría General de la 
Nación y su importancia para defender el interés colectivo, expresó: 
“[…] además, de esta atribución que conduce a la imposición de 
sanciones disciplinarias, la Procuraduría General de la Nación tiene 
funciones de naturaleza preventiva, no sancionatoria […]”. 

Es de anotar que, como parte integrante del Ministerio Público, las 
personerías municipales, en materia disciplinaria despliegan las 
mismas funciones que la Procuraduría General de la Nación en su 
respectivo territorio, por ello debe también adelantar acciones de 
naturaleza preventiva.

La prevención como función constitucional, legal y jurisprudencial 
exige de las entidades de control que desplieguen acciones de 
manera innovadora, conforme a las buenas prácticas de 
administración pública y con el apoyo de las herramientas 
tecnológicas, en la vigilancia de la conducta oficial de quienes 
desempeñan funciones públicas en el orden municipal; función que 
tiene además su sustento legal en los artículos 168 y siguientes de la 
Ley 136 de 1994.
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Retos personales e
institucionales para
incorporar el Enfoque
de Derechos Humanos.

Personería
de Medellín
Por tus derechos, más cerca

REVISTA RAÍCES

“Los derechos humanos son sagrados y son, por tal 
razón, intocables y de serlo, deben ser reivindicados 
inmediatamente y de manera integral restablecidos, 
dada su intangibilidad”

Héctor Jaime Guerra León1

En un mundo y país tan convulsionados -como el nuestro- en donde la 
confrontación social, el enfrentamiento político y la violencia son denominadores 
comunes del acontecer ciudadano, se hace urgente seguir insistiendo en la 
necesidad de asumir, con mayor responsabilidad, el difícil proceso social y político 
que vivimos los colombianos, en el marco de unas relaciones sociales e 
interpersonales en las que exista real y estricto respeto por los derechos 
fundamentales que rigen o debieran regir nuestra cotidianidad.

Nuestro régimen jurídico y social; esto es, la Constitución Política y las distintas leyes 
que han desarrollado sus diversos mandatos –valores, principios, obligaciones y 
derechos- establecen con toda claridad cuáles son los deberes que en materia de 
derechos humanos deberán asumir todos y cada uno de los miembros (personas e 
instituciones) que hacen parte de nuestro conglomerado social e institucional.

Asumir dichos deberes con responsabilidad y decoro, al igual que de manera 
impostergable, es tarea que nos corresponde a todos, en la medida de nuestra 
participación en el entorno social al que pertenecemos y/o actuamos; pero es al 
Estado –en todo caso- al que le toca el mayor de los esfuerzos y compromisos, para 
la correcta implementación de las actividades, estrategias e instrumentos que 
efectivamente permitan la satisfacción plena de los derechos por parte de todos y 
cada uno de sus administrados en términos de equidad, igualdad y justicia para 
todos y sin consideración distinta a la de que todos somos seres humanos.
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Así las cosas y dadas las inmensas 
dificultades que en materia de transgresión 
a estas prerrogativas que históricamente 
hemos vivido los colombianos y, con mayor 
afectación y vulnerabilidad, a lo largo de las 
últimas décadas, se hace indispensable que 
se siga fortaleciendo la gran red de 
protectores y defensores de nuestros 
derechos, que entorno a la defensa de la 
vida, la libertad y la dignidad y, a pesar de 
los grandes riesgos y obstáculos que se han 
encontrado, para ejercer tan noble misión, 
han emprendido el difícil camino de hacer 
posible que tan caros valores y principios 
sean cada vez más respetados, más 
presentes en las complejas y variadas 
relaciones que indefectiblemente hay que 
atender como seres sociales que por 
naturaleza somos los humanos.

     Una praxis social y/o individual, como 
también institucional, fundamentada en la 
defensa de dichos valores- con “enfoque de 
derechos”, debe fortalecer y afianzar la 
capacidad de quienes se han dado a la 
compleja –por no decir que peligrosa- tarea 
de promocionar y defenderlos, para que 
cada uno de los asociados (sujetos de 
derechos) cumpla con sus respectivos roles 
y compromisos en esa tan notable y difícil 
tarea. De otra parte, es evidente e 
importante, la necesidad de una mayor 
solidaridad y respaldo social e incluso 
estatal, animando y protegiendo a quienes 
son titulares o portadores de esas garantías 
y derechos, para que cada vez sean más 
respetados y acatados y no se les vulneren 
por ninguna razón; pues los derechos 
humanos son sagrados y son, por tal razón, 
intocables y de serlo, deben ser 

reivindicados inmediatamente y de 
manera integral restablecidos, dada su 
intangibilidad.

    El Estado, según la oficina del Alto 
Comisionado para la promoción y 
defensa de los Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, ONU, a través de sus 
entidades encargadas de la ejecución de 
tan nobles e indispensables obligaciones, 
es quien debe asumir, en su condición de 
máximo garante, la triple condición para 
el aseguramiento y logro efectivo de los 
derechos humanos en su población.

      Esas obligaciones son: en primer lugar, 
respetar (“abstenerse de interferir en el 
disfrute del derecho”); en segundo 
término, proteger (“impedir que otras 
personas interfieran en el disfrute del 
derecho”) y, finalmente, realizar (“adoptar 
medidas apropiadas con miras a lograr la 
plena efectividad del derecho”)…”

. . . . . . . . . . . .

ooo

ooo ooo

ooo ooo
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No obstante lo anterior, es ineludible tarea de todos, aportar nuestro pequeño 
granito de arena para hacer posible la máxima aspiración que tenemos, sin 
excepción alguna, los seres humanos, vivir bien y alcanzar nuestra plena 
realización física y espiritual, haciendo respetar nuestro derechos; pero, con 
espíritu solidario y humanista, propender porque todos los demás miembros 
de nuestras comunidades y semejantes corran igual o mejor suerte en esas 
materias.

     Parafraseando a Ludwig Güendel2, experto profesor en estos temas y 
docente de la Universidad de Costa Rica y Oficial de la sede en San José de 
UNICEF (quien además se apoya en autores como Lechner), el enfoque de los 
derechos humanos debe tener como objetivo primordial construir y “aplicar 
mecanismos jurídicos y políticos que transformen las instituciones y, 
consecuentemente, la vida social y cotidiana de las personas con base en una 
nueva ética del desarrollo humano”. Debe propender por la instauración de 
unas nuevas prácticas y metodologías para realizar políticas públicas, 
variando y reconstruyendo de nuevo –si es necesario- individualistas, errados 
y viciosos hábitos, que permitan establecer formas diferentes de atender la 
realidad, proyectando el futuro hacia superiores sentidos éticos, respetando a 
los demás seres y saberes que coexisten en el entorno, siendo más inclusivos 
y resilientes frente a la adversidad y las fuertes corrientes del pensamiento 
social contemporáneo que asumen conductas y aptitudes contrarias a dichos 
deberes. En consecuencia, la implementación de políticas públicas con 
enfoque de Derechos, debe tratar de la proyección y puesta en marcha de un 
nuevo marco conductual dialectico, más integral y humanista, donde se 
asuman con respeto y aprecio las diversas expresiones de nuevas posturas y 
compromisos, posibilitando la transformación de valores, costumbres y 
prácticas sociales e individuales que propendan por la erradicación de 
estructuras sociales, culturales y políticas que de alguna manera soslayan y 
obstaculizan la función social esencial del Estado de Derecho frente a este 
gran reto: que es el de la “construcción y realización del sujeto. En otras 
palabras, de una nueva institucionalidad pública y social…”, concluye, entre 
otras cosas el aludido autor.
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. . . . . . . . . . . .

ooo

ooo

ooo

ooo

ooo

Es así y solo así que podremos abordar 
algún día el verdadero camino de paz,  
prosperidad y bienestar, por el que 
tanto hemos luchado a lo largo de 
nuestra historia y civilización, 
abordando y asumiendo con férrea 
lealtad y coherencia, con la sociedad y 
con nosotros mismos, la tarea de ser 
receptores de unos derechos que 
debemos conocer integralmente, que 
son inherentes a nuestra sola condición 
de seres humanos; pero que -en esa 
misma medida- tenemos el serio e 
inaplazable compromiso de ser 
conscientes que nuestros 
conciudadanos tienen también 
–recíprocamente- unos derechos de 
los cuales somos deudores y garantes y 
que como tal debemos respetar y 
ayudar a que se les respeten, sin 
ninguna otra consideración o condición 

a la de que Ellos también son 
personas, seres humanos, y frente a 
los cuales somos solamente un igual 
y, en manera alguna, un superior o 
un privilegiado. 

     Cuando, por alguna causa o 
sinrazón, desconocemos esta 
balanza, este ideal, empezamos a 
entrar en el lamentable camino de la 
arbitrariedad, la indolencia e 
injusticia, que se suele transitar por 
falta de los aludidos compromisos o 
por el llamativo impulso de hacerse 
acompañar y favorecer de los 
privilegios y los egoísmos 
individualistas y malsanos 
caprichos, que son los que generan 
tan lamentables desequilibrios, 
vulneraciones y desigualdades, 
afectándose con ello los derechos 
humanos y, de igual manera, el más 
notable y superior de todos ellos, 
como en efecto lo es el principio 
supremo, la Dignidad Humana.
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Mateo Gómez López1

LA FALTA DE PRESUPUESTO, 
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Desde el artículo 118 de la constitución 
Política de Colombia, se asignó al ministerio 
público tres funciones esenciales; esto es, La 
guarda y protección de los derechos humanos, 
la protección del interés público y la vigilancia de 
la conducta oficial de quienes desempeñan 
funciones públicas.

Es por ello, que en ejercicio de dichas funciones 
las Personerías Municipales, se encargan de 
vigilar la conducta de los servidores públicos 
adscritos a las entidades centralizadas o 
descentralizadas del respectivo municipio, pero 
entonces cabe preguntarse ¿que se vigila por 
parte de las Personerías? 

Para responder la pregunta, debemos primero 
entender que es vigilar; el diccionario de la 
lengua española, define la accion de vigilar 
como: observar algo o a alguien atenta y 
cuidadosamente. (REAL ACADEMIA DE LA 
LENGUA ESPAÑOLA, 2021) 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que la 

vigilancia ejercida por las 
personerías municipales es observar 
la conducta de los servidores 
públicos atenta y cuidadosamente, 
para ello, el Personero y sus 
funcionarios deben precisar de  
ciertas competencias académicas y 
experimentales necesarias para el 
correcto desempeño de sus 
funciones, al igual que contar con los 
recursos humanos, financieros y 
tecnológicos, suficientes para poder 
cumplir con su cometido 
constitucional. 
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La labor de las Personerías Municipales, se ve truncada en muchas oportunidades por 
los límites financieros que trajo consigo la ley 617 de 2000, ya que en dicha normativa 
se categorizan los municipios y de acuerdo a estas categorías se asignan los recursos 
máximos a estos órganos de control de la siguiente manera: 

Para Personerías Municipales de municipios de sexta categoría el límite de su 
presupuesto para gastos de funcionamiento es de 150 SMLMV al año, es decir, para el 
año 2021, la suma de Ciento Treinta y Seis Millones Doscientos Setenta y Ocho Mil 
Novecientos Pesos ($136`278.900), lo que arroja un promedio mensual de Once 
Millones Trescientos Cincuenta y Seis mil Quinientos Setenta y Cinco Pesos 
($11`356.575), con los cuales se deben cubrir los siguientes gastos, arriendo de la sede 
de la personeria municipal, servicios públicos, papelería, correspondencia, 
mantenimiento de equipos, salario del secretario o secretaria, salario del personero o 
personera municipal, transporte, además de atender requerimientos (recolección de 
evidencias) por parte de otros órganos de control como contraloría departamental, 
procuraduría general de la nación, entre otros; lo que deja sin ninguna alternativa al 
representante de estos órganos de control, para poder contratar grupos 
interdisciplinarios y así  ejercer una correcta vigilancia de los actos de la 
administración; a modo de ejemplo podríamos precisar lo siguiente

Categoría especial 1.6%, categoría primera 
1.7%, categoría segunda 2.2% (de los ingresos 
corrientes de libre destinación para la 
vigencia), categoría tercera 350SMLMV, 
Categoría cuarta 280SMLMV, categoría 
quinta 190SMLMV y categoría sexta 
150SMLMV. (para cada vigencia fiscal)

En un municipio de categoría sexta se adelanta 
una obra de infraestructura que ha ameritado 
una gran inversión de recursos por parte de la 
administración, y el personero municipal 
pretende realizar una vigilancia administrativa 
al contrato celebrado entre la administración y 
el contratista, para ello entonces deberá 
verificar entre otros los siguientes aspectos: 
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Los estudios previos, matriz de riesgos, 
documentos del contratista que 
acrediten idoneidad y experiencia, 
contrato estatal, acta de inicio, informes 
de supervisión e interventoría, 
publicación de los documentos 
contractuales en los sistemas 
electrónicos de contratación pública, 
además de verificar que la obra se esté 
ejecutando conforme a los cronogramas 
de obra; sin embargo no debemos pasar 
por alto que la profesión de los 
personeros municipales es Abogado, y 
para poder determinar calidad y 
cantidad de materiales, al igual que los 
avances de obra, lo cual solo podrá 
certificarse a través de profesionales 
idóneos en la materia (ingenieros civiles, 
arquitectos, etc), y como ya lo expuse en 
líneas precedentes no existe recurso 
para contratar dicho profesional.

      Y que decir entonces de las 
Personerías Municipales de municipios 
como el de Medellín, que son categoría 
especial donde se nos asigna recursos 
equivalentes al 1.6% de los ingresos 
corrientes de libre destinación para 
nuestro funcionamiento, pero debemos 
vigilar la conducta de servidores públicos 
de 25 secretarias de despacho, 61 
subsecretarias, 14 entes descentralizados 
adscritos, 9 entes descentralizados 
vinculados, 13 entes descentralizados 
indirectos, 6 gerencias y 1 unidad 
administrativa especial, además de la 
verificación de debidos procesos 
contravencionales de policía ante las 
inspecciones de policía o corregidores; 
sin dejar de lado, las demás funciones 
otorgadas a las Personerías Municipales, 
que para el caso de nuestra querida 

Personeria de Medellín, superan las 
1.000 funciones, atendiendo al público 
en cualquiera de nuestras sedes o 
puntos de atención, para atender 
solicitudes de elaboración de 
derechos de petición, acciones de 
tutela, impugnaciones, incidentes de 
desacato, acompañamiento a través 
de nuestros diferentes observatorios 
en salud, turismo, diversidad de 
géneros, etnias y grupos migrantes,  
reasentamientos, medio ambiente y 
hábitat, en fin tanta necesidad que 
tienen los Colombianos de que sus 
requerimientos sean atendidos, pero 
truncados por falta de recursos 
económicos…..

   Desde las Personerías Municipales, 
evidenciamos la realidad del tejido 
social de nuestros municipios. Para 
este Servidor, es necesario que el 
Congreso de la república, verifique las 
necesidades de estos órganos de 
control y se estudien alternativas a fin 
de fortalecer financieramente las 
personerías Municipales. 
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EL VALOR ECONÓMICO DE UNA
LEY Y SU ADMINISTRACIÓN

ooo oo
o o

o

. . . . . .. . . . . .
Arturo Tabares Mora1

El día que los gobiernos nacionales, a través los legisladores y administradores de 
justica comprendan lo que implica hacer una nueva ley y ponerla en ejecución, se 
cuidarían más de aprobar normas de manera rápida, inconsciente y precipitada, 
muchas veces pensando, que la norma de por sí, resuelve los problemas de la sociedad, 
que muchas veces ellos mismos han creado, con otras normas o con su arrogante 
proceder. Este es un reflejo de las fallas de mercado en la asignación de recursos, que 
la teoría económica tradicional, no ha podido resolver, a pesar de los intentos del neo 
institucionalismo, que pone el dedo en la llaga, en el debate entre la economía o el 
derecho, para la racionalidad del sector público.

Por lo general, así opera el Estado, representado en esos tres niveles, con una nómina 
aproximada (de 1’166.517 empleados, de los cuales 502.190 son del orden territorial, cifra 
a 2015,) representada en sus ministerios e institutos descentralizados, realiza acciones 
ejecutivas del nivel central y descentralizado, que van desde administrar hasta 
presentar proyectos de ley al congreso por iniciativa gubernamental, que tienen un 
costo de trámite del proceso, desde que se inicia, hasta que es aprobado y puesto en 
ejecución;”el Congreso de la República, que cuenta con un total de 268 congresistas: 102 
senadores y 166 representantes,  2.800 asistentes,  538 empleados de planta y un sin 
número de personas, que viven directa o indirectamente del Parlamento, que fungen 
como, operarios de una gran fábrica, que tramita y apruebas las leyes de la República.

En nuestro caso, la Constitución Nacional, divide el 
poder público para su administración, en tres ramas: 
ejecutiva, legislativa y judicial., La rama legislativa 
dicta las leyes, la ejecutiva vela por su cumplimiento 
y la jurisdiccional juzga a quienes las incumplen.

1 Economista de la Universidad de Medellín. Posgrado en Planeación de la Universidad Nacional De Colombia, con estudios de 
Derecho Empresarial. Contacto: morar90@gmail.com
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o El Estado así mismo, presta el servicio de 
Administración de Justicia; para la aplicación y 
cumplimiento de todas esas leyes creadas por el 
Congreso y el gobierno; por medio de la Rama judicial 
del poder público y por particulares, mediante 
mecanismos de conciliación o arbitramento; por las 
inspecciones de policía y tránsito; por la rama 
legislativa en procesos contra el presidente de la 
República, los magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte 
Constitucional, de los miembros del Consejo Superior 
de la Judicatura y de la Fiscalía General de la Nación. 
Además: “La rama judicial está conformada por las 
jurisdicciones constitucional, ordinaria y contencioso 
administrativo, por la Fiscalía General de la Nación, el 
Consejo Superior de la Judicatura y las jurisdicciones 
especiales. La jurisdicción ordinaria, está constituida 
por la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Nacional, 
los tribunales distrito judicial y los juzgados. Los dos 
últimos Funcionan a nivel de los 29 distritos judiciales 
en los que se divide el país”.

      Como máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria, 
la Corte Suprema de Justicia es de carácter nacional, 
está dividida en salas de casación civil, penal y laboral 
y le corresponde conocer los recursos de casación.

Los tribunales de distrito judicial, al actuar como segunda instancia, conocen de los 
recursos de apelación de hecho y de la revisión de las sentencias y autos 
interlocutorios proferidos por los jueces del circuito, divididos en cuatro salas: civil, 
penal, laboral y de familia; cada sala con una secretaría que cumple labores de recibo, 
radicación, asignación y trámite de procesos y da apoyo a los magistrados y auxiliares. 
La revisión del, proceso le corresponde a un magistrado ponente, quien redacta el 
proyecto de sentencia con el apoyo de su auxiliar y lo presenta a una sala de decisión, 
conformada por tres magistrados (él y dos más). 

Los juzgados conocen de los conflictos en sus respectivas áreas de atención: penal, 
civil, laboral, familia, menores, agraria y promiscuos, de acuerdo con su nivel de 
competencia: circuito y municipal.
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2 Datos de estudio del Consejo Superior de la Judicatura y el Centro de Investigaciones para el 
Desarrollo, CID, de la Universidad Nacional de Colombia ¿Cuánto le cuesta al Estado un proceso 
judicial? Luis M. Prada Bemal.

La Fiscalía investiga de oficio o mediante denuncia o querella, los delitos del área de 
atención penal y acusa a los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales 
competentes. Las oficinas de asignaciones y reparto reciben, clasifican, organizan y 
asignan a los despachos judiciales las demandas de justicia de los ciudadanos que 
reclaman el cumplimiento de la ley.”2. 

El sistema a mi juicio debe ser más plano,  más horizontal, más directo, más 
conciliador, sin tanta instancia, áreas, solo una línea jerárquica compuesta por jueces 
y jurados de oficio, estos últimos, no remunerados, un solo alto tribunal regional, con 
algunas salas, que sepan del negocio de los jueces y actúen como segunda instancia, 
que a la vez tengan una alta corte con sus respetivas salas, como última instancia, 
que resolvería los casos de los tribunales de justicia regional y de arbitramento; todos 
los casos se asignarían por reparto y sin rostro con un numero de asignación o 
radicado de una manera impersonal. Donde el funcionario no sepa a quien pertenece 
el negocio, después iría a una mesa de juristas o plenaria, para su ajuste, revisión final 
y fallo. De esta manera haríamos, más expedito el proceso de justicia; con una buena 
economía procesal, en tiempo y dinero, evitando el correr de los términos, 
vencimientos, tarifas y tasa judiciales; al eliminar tantas instancias, dejando de ser tan 
garantistas, que en la práctica no es más que una falacia, ahorrándose al fisco por 
este aparato judicial una buena cifra, que se invertiría en educación, empleo y 
prevención del delito, en un país, donde el 58 por ciento de los colombianos gana 
menos de dos salarios mínimo. 

Toda esta arquitectura jurídica del Estado colombiano; 
vertical, llena de acciones judiciales, tiene su momento 
más crítico, demorado y costoso en la práctica de 
pruebas, por el tiempo que involucra; inicia con un 
proceso judicial, a través de demandas, 
contrademandas, peticiones, sentencias, 
instancias, apelaciones, impugnaciones, tutelas y 
diversidad de opiniones,  conceptos  e interpretaciones; 
que lo hace conflictivo, anárquico, y paquidérmico, con 
un proceder engorroso e ineficiente que propicia la 
intermediación, la trampa y la corrupción en cualquier 
instancia del proceso, operado por un ejército de 
funcionarios mal remunerados; que agrietan el sistema 
y abren la posibilidad de evadir la Ley en cualquier 
instancia del proceso. 

ooo ooo

ooo ooo
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 3 Datos de la comisión Nacional del servicio civil-cnsc- tomados por periódico el Tiempo.
 4 Presupuestos. Educación: recursos por $33,5 billones, Defensa y Policía tendrá $29,5 billones, el 
cuarto sector es Salud, con $21,4 billones, Rama Judicial. 3.5 billones. Congreso, $253.000 millones al 
año

ooo ooo

ooo ooo

Es precisamente, el Judicial, uno de los 
poderes que más gastan en personal, con 
unos 2,8 billones; la Fiscalía, con una 
destinación de 2,5 billones de pesos para pago 
de empleados, y los órganos de control, que 
gastarán casi un billón de pesos en 2015 ($ 
975.000 millones). Cabe destacar que, entre la 
seguridad y defensa, la Fiscalía y la Rama 
Judicial, tienen el 80,6 por ciento de los gastos 
de nómina pública. O sea que más de la mitad 
de los gastos de nómina (54,2 por ciento), que 
son financiados con recursos de la Nación, se 
concentra en el sector defensa y seguridad, 
los cuales suman 12,8 billones que cubren el 
sueldo de 260.000 uniformados de las fuerzas 
militares y de 178.000 integrantes de la Policía, 
sin contar el Inpec)3.

     Así las cosas, el gasto solo en personal que 
tendrá el Estado colombiano en el 2017 puede 
superar los 26 billones de pesos; donde el 
monto requerido para los gastos de 
funcionamiento del Estado representa una 
cuarta parte de los impuestos que pagan los 
colombianos anualmente y equivale a 2,9 por 
ciento del total de la producción del país (el 
Producto Interno Bruto). De una nómina, que, 
como habíamos dicho, está representada en 
1’166.517 empleados, que para este año, 
pueden ser más, sin incluir gastos generales. Y 
que nunca es suficiente porque son 
precisamente estos sectores los que siempre 
piden permanentemente más presupuesto 
para personal y los resultados los mismos.

     Una mirada a la Ley de Presupuesto4, 3. Da 
cuenta de que la nómina pública es un claro 
reflejo de la presión sobre el gasto que genera 
un país en conflicto.

No en vano, el presidente Santos, dijo 
en su momento, que; “si logramos 
silenciar los fusiles, los gastos en guerra 
pueden ir a la inversión social”.

Por decir algo, uno de los ejes 
temáticos del Plan de Desarrollo de ese 
Gobierno, es; el de Colombia la más 
educada. Al mirar, si la nómina pública 
y el gasto en personal están en línea 
con ese objetivo, encontramos.
Según la estructura de la planta de 
personal pública del Dpto. 
Administrativo de la Función Pública 
-Dafp-, con recursos nacionales se 
paga 4.097 maestros y la nómina 
territorial registra 293.943 docentes. En 
consecuencia, la cifra total de 
educadores públicos en el país es de 
298.040, muchos menos maestros que 
uniformados (439.062 entre las fuerzas 
militares y la Policía). 
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5 En términos generales los procesos tienen una duración promedio en la jurisdicción ordinaria de 655 
días, en la jurisdicción disciplinaria de 999 días, y en la jurisdicción contenciosa de 926 días. 
Registrándose una duración promedio a nivel nacional de 732 días por proceso judicial. Dato de 
Corporación excelencia por justicia.

No sobra recordar que el sueldo de un maestro, según el escalafón del 2014 oscila 
entre 1 y 3 millones de pesos (este último sueldo, escaso, pues lo devengan los 
que tienen especialización y maestría). Sera que la paz logra revertir esto, con las 
supuestas economías que se logran, si habrá plata para tanta gente. Solo si 
reformamos la estructura del estado haciéndolo más chico y viable, es posible 
que las cuentas cuadren, de lo contrario solo en nómina seguiremos creciendo 
presupuestalmente a una tasa de dos billones por año, sin mencionar los gastos 
de funcionamiento totales. Si en justicia dividiéramos los fallos de procesos en un 
año5 4., por el valor de servidores de la rama judicial, veríamos los que le vale el 
fallo de un proceso al país y la suma de la rama judicial más la del congreso, lo 
que vale una ley y su implementación, sin incluir el costo de un recluso, esto solo 
en gastos de personal, cada vez insuficiente en la justicia, que la hace ineficiente 
y crea impunidad. 

¿Será que lo lograremos? 

oo o

oo o
. . . . . . . . . . . .
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